Carátula 
(Ingresa a Sala la delegación del Centro de Propietarios de Automóviles con Taxímetro del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Transporte y Obras Públicas tiene mucho gusto en recibir a los representantes del Centro 
de Propietarios de Automóviles con Taxímetro del Uruguay, a quienes concedemos el uso de la palabra para que formulen sus 
planteos. 


SEÑOR SOCA.- Como Secretario del Centro de Propietarios de Automóviles con Taxímetro del Uruguay debo decir, en principio, 
que es un órgano que tiene unos setenta años y mantiene contactos con taximetristas de todo el país. En ese sentido, 
agradecemos que esta Comisión de Transporte y Obras Públicas nos reciba, pues evidentemente, en cualquier economía el 
transporte cumple una función muy importante que, muchas veces, no puede realizar el propio Estado. Actualmente, esos servicios 
son atendidos por particulares mediante la modalidad de concesión; ese es el caso de los taxímetros, que realizan el transporte de 
personas. 


En el día de hoy venimos a plantear cuál es la situación por la que está atravesando nuestro sector, aun cuando somos conscientes 
de que muchos de sus aspectos son de resorte municipal. En realidad, pensamos que en algún momento habrá que trabajar para 
lograr una normativa única del transporte, con una adecuada coordinación, es decir, que no sea como la actual, que abarca 
diecinueve departamentales y una nacional. Con esto no pretendemos que cada departamento pierda su propia identidad, pero 
consideramos que en ese aspecto hay que hacer algunas modificaciones. 


En ese sentido, podríamos empezar por formular un planteo de carácter nacional. En los últimos días se ha anunciado en la prensa 
que el transporte de personas se gravará con el IVA. No debemos olvidar que el transporte de taxímetros traslada a trabajadores, 
jubilados y pensionistas, y que si nuestro servicio fuera gravado con el Impuesto al Valor Agregado, obviamente su precio se vería 
incrementado. Por supuesto, habrá que ver cuál es el porcentaje que se establecerá, pero lo cierto es que se ha hablado de un 
19%. En una época de crisis y recesión como la que vive el país desde hace dos o tres años, un incremento de ese tipo en los 
precios de nuestro servicio implicaría para muchos trabajadores la imposibilidad de trasladarse por este medio. Sin lugar a dudas, 
este sector sufriría una crisis que se agregaría al hecho de que hoy estamos teniendo una disminución en la demanda de nuestro 
servicio debido a la pérdida de poder adquisitivo. A ello también hay que sumar la informalidad que se advierte en la prestación de 
este servicio, producto de la carga impositiva -que tenemos no sólo en Montevideo, sino a nivel de todo el país- de carácter tanto 
municipal como nacional. Realmente, en la actualidad, salir adelante con este servicio ofrece grandes dificultades. Hay lugares del 
país en donde de pronto un taxi, como se dice en campaña, no hace una corrida durante cinco o seis días; esa es la realidad de 
muchos sitios del interior. 


En lo que respecta a Montevideo —nuestro Presidente oportunamente va a dar los datos concretos-, basta con decir que en el 
último año ha habido un incremento en el número de personas que dejaron de trabajar en nuestro sector, concretamente, 1.113 
trabajadores, que dejaron de ocupar un lugar en los taxis de Montevideo, no porque haya menos unidades, sino porque los 
microempresarios, los patrones, hemos tenido que prescindir de nuestros colaboradores debido a que, como dije antes, la 
demanda por nuestro trabajo se ha visto disminuida. 


Por lo tanto, el primer tema que nos preocupa y queremos plantear es el de la inconveniencia de gravar con el Impuesto al Valor 
Agregado el servicio de transporte de personas, en particular, el de taxímetro, que es el que nos compete. 


Por otra parte, hay otro problema que tiene que ver con el hecho de que por ley ya se autorizó a que se exonere de los aportes 
patronales al transporte terrestre. Obviamente, el taxi es un transporte terrestre; sin embargo, nos ha sorprendido la distinción que 
ha hecho el Poder Ejecutivo en tanto no nos ha incluido en el Decreto reglamentario. Como todos sabemos, el transporte de carga 
está exonerado de aportes patronales, al igual que el transporte colectivo urbano y suburbano, pero el taxi, el remise y el transporte 
escolar —tres sistemas de transporte de personas que están reglamentados por las respectivas Intendencias Municipales y son 
representantes de microempresas; cabe aclarar que cada uno de nosotros es propietario de un vehículo y, por lo tanto, tiene la 
concesión y el permiso municipal y, si es necesario, contrata a un colaborador- han sido distinguidos en el sentido de que no 
cuentan al día de hoy con la exoneración de esos aportes, a pesar de que la ley, desde el 1” de junio, estableció un 3% para ciertas 
transacciones de venta de mercadería, o sea, el COFIS, para financiar al propio Banco de Previsión Social. 


Queríamos plantear, entonces, esta situación en este ámbito, pues hemos observado que no todos conocen esta discriminación 
que se ha hecho a las microempresas. Recién dimos el dato de que 1.113 personas dejaron de trabajar en Montevideo cuando 
siempre, por parte de las autoridades, se menciona el apoyo a las microempresas 


Por lo tanto, nuestro sector, que está formado por microempresas, se siente discriminado en este aspecto. Sólo en Montevideo, un 
14% de los permisos está en la modalidad de cooperativas y, por lo tanto, ya cuentan con la exoneración de aportes patronales. 
Además, esta distinción jurídica lleva a que, en épocas de crisis, estemos pagando $ 1.100 por concepto de anticipo del Impuesto a 
la Renta de Industria y Comercio -que no se tiene, porque no hay renta-, y entre $ 200 y $ 250 de Impuesto al Patrimonio por la 
misma actividad. Si sumamos esto a mayores costos por aportes patronales, la situación del taxi al día de hoy se torna realmente 
crítica. 


Si la Mesa lo permite, sería bueno que nuestro Presidente complemente lo que he estado manifestando. 
SEÑOR DOURADO.- Antes de hacer uso de la palabra, quisiera agradecer a los señores Senadores el habernos recibido. 


Quería plantearles que hemos sido los distinguidos del transporte porque en el ámbito departamental nos sacaron del literal E y nos 
colocaron en el D —de deficientes-, aumentándonos el costo de la patente. Actualmente, cuando elegimos el vehículo para cambiar 
nuestra unidad, debemos optar por el más barato a fin de pagar menos patente y poder hacer frente a los gastos fijos de nuestro 
trabajo. Esto trae aparejado una menor calidad en el servicio que prestamos a la población. Es importante que todos sepan que 
cuando un taximetrista hace una fuerte inversión en una unidad, lo hace pensando en mejorar el trabajo, tener más clientes y 


brindar un mejor servicio. Precisamente, hemos visto desmerecer aceleradamente esta actividad, sobre todo en Montevideo, más 
aún con el uso de la mampara. 


Pensamos que esto debe mejorar y cambiar la imagen del taxímetro que tiene la sociedad. Actualmente contamos con unidades 
como el Chevrolet Corsa —al que no sabemos cómo hicimos para colocarle la mampara-, las cuales debimos elegir por ser las más 
baratas, aunque no son las mejores para prestar este servicio a la ciudadanía. Cuando salimos a defender la patente y vamos, por 
ejemplo, a Maldonado, vemos compañeros con unidades Mercedes Benz que gastaron en ellas U$S 40.000. Hay quienes pueden 
interpretar que esas personas son capitalistas, cuando en realidad son dueñas de una gran deuda que deben llevar en el 
presupuesto de sus pequeñas empresas; en cambio, las que siempre quedan afuera de dicho presupuesto son las familias. Es muy 
grave la situación del taxi porque antes la familia accedía a una seguridad de carácter mutual y actualmente más del 85% de los 
propietarios de taxímetros tuvo que renunciar al beneficio de una mutualista prepaga teniendo que recurrir a los hospitales. En 
realidad, no es deshonroso recurrir a la asistencia pública, pero pensamos que en ese lugar deberían atenderse los más 
necesitados, que los hay en este país. 


Entonces, la familia del taxi está en una situación grave y urgente, ya que a los propietarios nos distinguieron con el pago de una 
patente tan cara que se nos hace casi imposible llevarla adelante. Más allá de que "nos distinguieron" con la exoneración de 
aportes patronales, no se priorizó el trabajo. Debe tenerse en cuenta que el taxímetro ha dado dos puestos y medio de trabajo por 
cada permiso. En todo el país hay 4.800 habilitaciones, lo cual implica que damos trabajo en forma directa a 12.000 personas. Por 
otra parte, se exoneró de aportes patronales en casos muy puntuales, como los de CUTCSA y COPSA, porque se amplió el radio a 
sesenta kilómetros en Montevideo, pero a nosotros se nos dejó afuera. Esto se otorgó a empresas con buen poder económico que 
en el futuro van a tener menos empleados porque la tecnología va a permitir, paulatinamente, suprimir al guarda, acción que ya se 
está llevando a cabo. Quizás esto sea necesario para poder bajar el valor actual del boleto. Sin embargo, nosotros no podemos 
sustituir al conductor. 


Es cierto lo que ha dicho mi compañero Mario Soca en cuanto a que perdimos 1.113 puestos de trabajo en Montevideo —cifra que 
ha sido comprobada por la administración de nuestra gremial- y 1.400 en todo el país. Cuántos de nosotros nos preocupamos 
cuando escuchamos que la industria frigorífica envía 3.000 trabajadores al seguro de paro. La micro empresa de carácter familiar 
del taxímetro mandó 1.400, pero nadie dice nada de eso a pesar de que es una realidad. Hay 1.400 familias de compañeros de las 
cuatro de la mañana que perdieron su fuente de ingresos. Hace poco menos de dos años, en las campañas electorales, todo el 
mundo se preocupaba de las micro y pequeñas empresas: las PYMES. ¿Cuánto dinero gastó la Corporación Nacional para el 
Desarrollo o el Banco República en la creación de estas empresas que perecieron a los meses? Hoy sumamos, entre taxis, 
remises, camionetas escolares y micro empresas de carácter familiar —digo esto porque mi familia se encuentra abocada al servicio 
de taxis desde 1953; es decir que no estamos de paso, sino que tenemos nada más que 48 años en esta actividad-, alrededor de 
7.000. ¿Quién se preocupa de que estas 7.000 micro empresas sigan funcionando? 


Creo que no hemos sido escuchados por ningún sector y es por eso que hoy les pedimos que tomen como suyas nuestras palabras 
y lleven adelante nuestras preocupaciones y necesidades. Siempre se debe pelear por las cosas justas y por las necesarias, pero 
en este caso pienso que debemos luchar más por las necesarias que por las justas. Podríamos solicitar otras cosas que quizás 
sean justas para nuestro sector, pero cuando hablamos de rebaja de patente, exoneración del aporte patronal y del "leasing" —que 
nos permitiría elegir vehículos mejores, dotados adecuadamente para nuestro trabajo-, estamos refiriéndonos a necesidades y no a 
lo que es justo. Insisto en que las necesidades se anteponen muchas veces a las cosas justas. 


En lo que tiene que ver con el "leasing", podemos decir que esta facilidad se otorgó a todo vehículo de carácter utilitario, pero 
actualmente el Ministerio de Economía y Finanzas entiende que el autotaxi, que está pintado de amarillo y negro, y que tiene una 
mampara, un aparato de taxi y una radio transmisora, no es utilitario. Sin embargo, el auto que utilizamos, luego de cinco años de 
uso prácticamente no tiene valor residual porque lo gastamos en nuestra tarea diaria. En realidad, cuando dejamos de utilizar el 
auto como taxi, no sirve más para nada. Ese auto, entonces, no se considera utilitario y por eso se nos distinguió, excluyéndonos 
del sistema de "leasing". De todas maneras, vemos que se da este beneficio a otros —el que lo tenga, que lo disfrute-, porque la 
calle está llena de camionetas de cuatro puertas, "pick up" cero kilómetro muy bonitas, mientras que se niega esta posibilidad a 
quienes la necesitamos para trabajar. También hemos observado que cualquier ciudadano uruguayo puede obtener un permiso en 
el Ministerio de Turismo, quien le otorga la chapa 55 y puede comprar un vehículo por el sistema "leasing"; luego va a la 
Intendencia que crea conveniente y ésta le otorga una exoneración en el pago de la patente, así como también se lo incluye en el 
Literal E, debiendo pagar sólo $ 1.980 por ese concepto. 


Si tuviera que distinguir el trabajo del taxímetro, podría decir que hoy la familia de este sector hizo el sacrificio de ir con cero ficha 
en todo el país a todos sus clientes, hecho que cualquiera de ustedes puede comprobar llamando al radiotaxi. En este esfuerzo, al 
ir gratis a la casa del cliente perdemos el 25% de la recaudación. Ahora bien; si tuviéramos que decir cuál es el mejor servicio de 
transporte colectivo o personal de pasajeros, sin lugar a dudas es el taxi, porque vamos a la casa del cliente o donde se nos 
indique gratis, no tenemos recorrido específico y llegamos a cualquier punto de cualquier ciudad o departamento sin distinciones en 
las tarifas, siendo solidarios con la colectividad y, en algunos casos, arriesgando nuestras vidas. 


Por otra parte, pienso que el trato que se ha dado al taxi no ha sido el adecuado y, quizás, nosotros somos los culpables por no 
haberlo manifestado y pedir la solidaridad a los señores Senadores, que sé que la tienen, y que la necesitan esas 7.000 familias. 


Hoy en la familia del taxi también vemos la presencia de la mujer cada día más porque ha tenido que ocupar el cargo de jefa de 
familia en muchos casos, lo cual vemos mucho en los remises o el transporte escolar. Muchas mujeres se abocaron al transporte 
escolar para traer un salario más y ayudar al marido. Lo cierto es que muchos padres de familia perdieron la seguridad del trabajo; 
actualmente, nadie tiene su actividad laboral segura en una empresa privada, máxime en el caso de quien gana más. Las mujeres 
hoy tienen que ocupar el puesto de jefas de familias, tal como sucede en el taxi. Atrás del volante siempre hay un jefe de familia 
que está preocupado por llevar el sustento a su casa. 


Cuando hablábamos de la economía del taxímetro, señalábamos que nos preocupa mucho el pago de la patente porque estamos 
siempre pendientes de quien nos da el permiso y tenemos temor de que nos multen, que nos aumenten el costo de la chapa y que 
en definitiva nos perjudiquen. Además, debemos pagar el Banco de Previsión Social —que es el que tiene un mayor recargo- el 
Impuesto de la Dirección General Impositiva y, lo que siempre queda en la cola del presupuesto del taxi es lo que va para la familia. 
Ahora, cuando tenemos un tropezón, es caída, porque si sufrimos un accidente, el taxi no vuelve a rodar hasta diez o quince días 


después. Por ello, vemos con desesperación que muchos compañeros nuestros del taxi están optando por vender y que, detrás de 
cada venta, hay una gran deuda con el Banco de Previsión Social, con la DGI, con los seguros, etcétera. La venta no se hace con 
el objetivo de ir a vivir a Estados Unidos, sino con el fin de pagar lo que se debe porque sino se pierde lo poco que se tiene. Hasta 
hace unos años atrás, los taximetristas éramos obreros mejorados, pero ahora somos obreros con obligaciones y empeorados. Esa 
es la realidad. Pienso que el tributo que debemos hacer al Estado —-sea departamental o de Gobierno- debe ser acorde a la 
situación que vivimos y que nunca los impuestos pueden sobrepasar lo que nosotros percibimos por concepto de recaudación 
diaria. Hoy en día el taxi tiene un gasto fijo que supera los $ 14.000 y tenemos una recaudación bruta de $ 28.000. A esto debemos 
quitarle lo correspondiente al salario de los empleados y, lo que resta, es lo que llevamos a nuestras casas. Debemos tener en 
cuenta que un repuesto de una caja de cambios sale U$S 500 con la reparación, y si tenemos que hacerla ese mes, lo que quedó 
afuera, fue la economía de la familia. 


Lo que venimos a plantear aquí es que hemos sido distinguidos siempre por perjudicarnos en la patente y en la exoneración de los 
aportes patronales y no se prioriza la fuente de trabajo. Si esto último se hubiera tenido en cuenta, la exoneración de aportes 
patronales también habría comprendido a los taxistas que son los que más ocupan por número de permisos a empleados. Existen 
15.000 familias vinculadas en forma directa al taxi y tenemos un anuncio para hacerles: de aquí a diciembre va a haber 700 
trabajadores más en seguro de paro. Naturalmente, esta cifra no es significativa porque cada taxi manda un empleado al seguro de 
paro, pero si esto lo hiciera un frigorífico o una marca de autos, sí se tendría en cuenta. Esto no es bueno para el país, porque deja 
de recaudar y da inseguridad a la gente, si bien ya todos la tenemos. 


Lo que solicito a los señores Legisladores es solidaridad y que piensen en nosotros. ¡Quién de ustedes no tiene un amigo 
taximetrista al que pueden hacerle estas consultas y preguntarle si lo que nosotros les estamos diciendo no es verdad! De seguir 
en esta situación, dentro de unos años nos lamentaremos porque en lugar de 15.000 familias con trabajo, habrá solamente 12.000, 
luego 11.000 y luego 10.000. 


La voracidad de impuestos, lo único que hace es incentivar la informalidad, porque el informal está en mejores condiciones de 
competir con nosotros. Aclaramos que tampoco estamos en contra del que trabaja en la informalidad, porque lo hace por 
necesidad, pero este sistema desestimula a seguir trabajando como siempre lo hemos hecho, pagando nuestros aportes, teniendo 
nuestros derechos y con la actividad regulada. Hemos peleado por la regulación, ya que entendemos que la desregulación es mala 
porque de allí se va a la informalidad. Vemos con gran preocupación que en Artigas se ha pasado al taxi 10 y al taxi 15 y eso llevó a 
que las dos compañías de ómnibus del departamento se fundieran y que ahora le estén haciendo juicio a la Intendencia. En Rivera 
se está yendo al taxi 20 y también lo vemos con agravio. En ese sentido, le enviamos una nota al Intendente Tabaré Viera 
solicitándole que no lo permita porque, lo que hoy se entiende como una solución momentánea para dar más trabajo, después nos 
lleva a que cualquier auto ponga un cartel de "$ 20", la gente se identifique con ese sistema, y finalmente se pierda una fuente 
laboral, acelerando el proceso de informalidad. 


No queremos que estas cosas ocurran y consideramos que nuestro destino está en manos de ustedes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros no tenemos el destino de ustedes en nuestras manos. Simplemente, escuchamos las propuestas 
y las podemos hacer llegar a las Intendencias y a los Ministerios de Transporte y Obras Públicas, de Economía y Finanzas o a las 
instituciones que nos propongan. Podemos tener nuestras opiniones sobre lo que han expresado, pero no ofrecemos soluciones 
porque no somos el Ejecutivo. Reitero que los escuchamos con todo cariño, algunas cosas pensamos que no están bien, pero es 
un tema opinable. De todos modos, tendrán que dejarnos un memorándum —si no lo tienen pueden enviarlo en otro momento- que 
se adjuntará a la versión taquigráfica de esta sesión para luego difundirlo a los organismos que entiendan que correspondan. 


SEÑOR DOURADO.- Oportunamente les haremos llegar el memorándum. 


También les queremos plantear que uno puede estar más o menos alegre cuando tiene que pagar, pero hace dos años nos 
pusieron el yugo del LATU, con la intención de que se controlaran los aparatos al colocarlos en el taxi y se dijera si estos eran 
buenos para los requerimientos del servicio. Esto pasó a ser un yugo para el taxímetro, ya que con cada control anual debemos 
pagar $ 550 y cada vez que se rompe debemos volver a abonar esa suma. En el caso de Paysandú, por ejemplo, se debe viajar 
350 kilómetros hasta Montevideo para inspeccionar un aparato. Por su parte, la Intendencia Municipal de Cerro Largo entendió que 
la inspección posterior a la aprobación inicial no era competencia del LATU y eliminó ese control. Lo mismo se comprometió a hacer 
lrineu Correa en Rocha y, aparentemente, en Paysandú y en Florida se tomarían las mismas medidas. En definitiva, cuatro 
departamentos ya tomaron la iniciativa de sacarle el yugo del LATU al taxi. Cuando estuvimos en Treinta y Tres, a los dos días de 
nuestra visita venía el LATU a llevarse $ 35.000 de la familia del taxíimetro y, actualmente, en todo el país se lleva U$S 220.000. 
Según la Intendencia Municipal de Cerro Largo es inconstitucional que un control departamental que corresponde a las 
Intendencias lo haga el LATU. 


Por lo tanto, también les solicitamos que tengan la iniciativa de beneficiarnos con estas medidas. Hemos realizado una gira por los 
departamentos de Tacuarembó, Rivera, Cerro Largo, Florida, Durazno, Treinta y Tres, Rocha, Maldonado, Flores y también 
hablamos en Montevideo y comprobamos que hay 13 Intendencias del interior del país que ya reconocieron la rebaja de la patente, 
si bien no en la forma que esperábamos, pero sí a modo de beneficio significativo. Sin embargo, queremos que esto se diga en el 
Congreso Nacional de Intendentes porque hay un hecho real: no podemos empadronar el taxi en Flores y prestar el servicio en 
Montevideo. A pesar de que se haya otorgado ese beneficio en algunos departamentos, los taximetristas tenemos que seguir 
trabajando cada uno en su lugar y en todo el país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les reitero que todo lo que han expresado deben exponerlo en un memorándum —que se adjuntará a la 
versión taquigráfica- para enviarlo a los organismos competentes, ya que es poco lo que aquí podemos hacer. Los escuchamos con 
toda atención, estaremos o no de acuerdo, pero no somos el Ejecutivo. 


SEÑOR DOURADO.- Sin embargo, ustedes son los verdaderos operadores políticos y su opinión es de peso. Cuando trasmitimos 
todos estos problemas de la patente a los Intendentes... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los Intendentes son Ejecutivo. 


SEÑOR DOURADO.- El Partido Colorado ganó las elecciones pero hay 13 Intendencias blancas, cinco coloradas y una 
frenteamplista, lo que significa que la gente responde a quien la ayuda. Además, hay jefes comunales en el interior que repitieron el 
resultado de la elección y a ellos les trasmitimos las necesidades de rebaja en la patente, exoneración del control del LATU y 
exoneración de aportes y de IVA y el beneficio del leasing, porque tienen diputados y Senadores correligionarios con los que 
conversan y a los que pueden trasmitirles estas solicitudes. 


Pienso que tenemos que trasmitir esto a todo el mundo. También consideramos que debe haber un compromiso de la familia del 
taxi para mejorar el servicio. 


Otro tema que queremos plantear es el relativo a la seguridad. Hace pocos días enfrentamos la penosa agresión que se produjo a 
un compañero del taxi; hace menos de un año mataron a un compañero, el señor Zubillaga, que era patrón —la delincuencia no 
distingue entre patrón y empleado y eso lo tenemos que tener claro- y hace tres años y medio mataron a un primo hermano mío. 


Cuando hablamos del leasing, lo que pretendemos es que se nos dé la posibilidad de tener un mejor vehículo para trabajar, con 
control satelital y GPS que permita un adecuado control de la unidad, para asegurar a cada trabajador que vuelva todos los días a 
su casa. El señor Ministro Stirling es una persona que siempre nos atendió con mucha voluntad y preocupación, e inclusive hoy se 
comunicó telefónicamente conmigo preocupado por el tema de la seguridad. Le manifesté que estamos embarcados en un 
proyecto de control satelital y de GPS y se mostró ansioso porque lo concretemos, pero ello requiere una financiación y, quizás, el 
leasing sea el mejor camino para encontrar la tranquilidad y seguridad del trabajador. 


Cuando hablamos de trabajadores, no nos referimos a los patrones o a los empleados en particular, sino a todos. Digo esto porque 
los patrones hacemos una jornada de 12 horas, al igual que cualquier empleado. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Quisiera saber qué es la chapa 55, qué son los taxis 10, 15 y 20 y si tienen evaluado el nivel 
de informalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE. Pido disculpas a la Comisión, pero tengo que retirarme en virtud de un compromiso que he asumido con 
anterioridad. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Fernández Huidobro) 


SEÑOR RIESGO.- Simplemente, deseo hacer una aclaración para que quede constancia en la versión taquigráfica. Ustedes se 
refieren a los taxis 10, 15 y 20, en los departamentos de Artigas y Rivera. No vamos a entrar a discutir si eso está bien o está mal; 
sólo deseo saber si son realmente taxis o si se trata de particulares. 


SEÑOR DOURADO.- La chapa 55 es un permiso que, avalado por el Poder Ejecutivo, se otorga por intermedio del Ministerio de 
Turismo a aquella persona que solicite permiso para dedicarse a la actividad turística. Esto no siempre es controlado y muchas 
veces el beneficio de la chapa 55 no llega a su objetivo final, que es brindar un servicio al turista que viene al Uruguay. En muchos 
casos, esto se ha distorsionado y se ha generado una competencia desleal con el taxímetro, porque hacen la colecta en los 
sanatorios, se presentan a licitaciones de carácter público y compiten en forma directa con taxis, remises y transportes escolares. 
Además, por el solo hecho de ser un vehículo dedicado al transporte de turistas, se le da una exoneración de patente, se le incluye 
en el literal e) -que es en el que pretendemos incluir a los taxis- y se les da una patente de $ 1.980. También tienen el beneficio de 
leasing, porque se considera que se trata de un vehículo utilitario, a diferencia del taxi. En suma, tienen acceso al leasing, es decir, 
a un coche exonerado de IMESI, que paga una baja patente, pero muchas veces estos vehículos no transportan turistas, sino que 
compiten en forma desleal con los taxis, cuando no se utilizan como vehículos particulares, porque cualquiera querría tener un auto 
con aire acondicionado y con una comodidad para ocho pasajeros, para pasear con la familia. Esta solicitud se tramita ante el 
Ministerio de Turismo, que es quien la avala, y allí se otorga un permiso, que es reconocido por la Intendencia y que es lo que 
permite contar con todos estos beneficios. Estamos hablando de alrededor de 400 vehículos en Montevideo. 


SEÑOR SOCA.- Antes de que mi compañero conteste la otra pregunta me quiero referir a una cuestión de fondo que pienso debe 
ser considerada en esta Comisión. Uno se pregunta si en los países desarrollados estos servicios se rigen por las reglas de 
mercado o por otros sistemas. Vemos que hay dos temas que son altamente regulados: el sistema financiero y el transporte de 
personas. Quiere decir que hasta en aquellos países que son abanderados en cuanto a las reglas de mercado, tanto el sistema 
financiero como el transporte de personas están regulados. Cuando en nuestro país se da esa mezcla y no queda claro en ciertas 
áreas qué es lo que debe regir, si la libertad del mercado o la regulación, aparecen estas zonas grises, estas situaciones que se 
dan en una seudolegalidad. Digo esto porque cuando hablamos de la chapa 55, nadie está diciendo que sean ilegales; están dentro 
de las "reglas de juego". Uno va a la Dirección General Impositiva, al Banco de Previsión Social y al Ministerio de Turismo, y puede 
comenzar a realizar una actividad. Pero cuando empiezan a darse estas zonas grises, también se genera lo otro que hablábamos 
al principio, es decir, el tema de la informalidad. Es el caso de aquel que nunca pasó por el BPS, por la Dirección General 
Impositiva, por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que no tiene contratada la póliza de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales ni tiene un seguro de transporte de personas que cubra sus riesgos. Entonces, estamos hablando de 
algo que no tiene un valor económico, que es transportar personas, con los riesgos que se corren. Pensamos que en estos casos 
debe haber una regulación, aunque no nos referimos a un sistema cerrado. Nosotros no estamos planteando tener un coto de caza 
y sólo dar permisos cuando las necesidades lo indiquen. 


Esta es la diferencia que queríamos señalar entre la legalidad y la informalidad. Es muy difícil poder dar una cifra como se pedía. 
Esta es una situación que denunciamos constantemente y lo hemos dicho públicamente. Incluso, el Director de Tránsito de la 
Intendencia Municipal de Montevideo ha tomado medidas y existe una persecusión frente a esa actividad, que no cumple con la 
normativa. Lo que ocurre, repito, es que a veces esa normativa está en una zona gris. Entonces, puede haber alguien que se 
inscribió en el BPS y en la Dirección General Impositiva, y en ese caso no queda bien claro cómo tendría que aplicarse la normativa 
y cómo podría sancionarse a esa persona. Al nivel de las demás Intendencias, también estamos haciendo estos planteos para que 
se termine con esa informalidad. Podemos decir que este fenómeno es importante, pero es difícil dar una cifra. 


SEÑORA POU.- De pronto mi pregunta parece ingenua, pero si soy un ciudadano común, ¿cómo puedo identificar a una chapa 
557 


SEÑOR DOURADO.- Es un vehículo de transporte turístico, para trasladar al turista desde el aeropuerto, para llevarlo a los hoteles 
O para hacer un city tour. Se distingue solamente por la chapa, que empieza por 55. Lo grave, en estos casos, es que muchas 
veces ni siquiera se crea una empresa. Esto es así porque la gente que quiere este vehículo para pasear, lo incluye en su misma 
empresa y tiene todos los beneficios que no poseemos nosotros, como ser el leasing, la exoneración de la patente e IMESI. Repito 
que muchas veces no generan una nueva empresa ni aportes para el Gobierno; ni siquiera proporcionan trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si este tipo de chapa tiene algo que ver con las empresas de arriendo de vehículos. 


SEÑOR DOURADO.- No, esas son las alquiladoras de automóviles que tienen una patente igual a la nuestra, aunque parezca 
increíble. Se trata de grandes empresas que responden a verdaderos capitales internacionales y, sin embargo, tienen los mismos 
beneficios que nosotros, que tenemos un taxi, o tres, a lo sumo, porque no hay mucha gente que tenga cinco taxímetros. Quiere 
decir que lo normal es tener una flota de tres taxímetros, mientras que esas empresas internacionales poseen alrededor de 200 
autos y tienen el mismo beneficio de exoneración de patente que los trabajadores del taxi que cumplimos nuestra labor las 24 horas 
del día. 


Es importante destacar que no tenemos línea, recorrido, ni horario, y siempre cumplimos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que esa no es la chapa 55. 
SEÑOR DOURADO.- Se trata de las chapas 23 y 33 de San José, que son de otra categoría. 


Muchas veces la chapa 55 compite con nosotros en las licitaciones de los entes estatales. Este tema realmente preocupa porque 
hay gente que con una empresa unipersonal se presenta a una licitación para suministrar 50 autos, factura por el literal e) y, luego, 
subarrienda autos particulares a $50 la hora. Sería muy importante que quienes están al frente de los entes controlen todo esto, 
porque ello genera un tipo especial de informalidad, que está reglamentada, pero que no lo está tanto. 


Existe un proyecto de ley del señor Senador Gallinal relativo a reducir la flota del Estado y tercerizarla al servicio de los radio taxis. 
El señor Senador fue director de ANTEL y nosotros tenemos contacto con ese Ente. Todo esto no genera el compromiso de pagar 8 
ó 10 horas por día, ya que cuando se precisa un vehículo en menos de 3 minutos, éste llega a la puerta de quien lo llama. La 
comunicación es por un aparato y la seguridad es total. Esto no genera el costo de mantener una flota propia o contratada, por lo 
que pienso que se trata de una iniciativa buena para el futuro. 


Los señores Senadores deben saber que la informalidad genera empleos sin pensar en los beneficios sociales de los trabajadores. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, creo que quedó pendiente la respuesta a la pregunta relativa a los taxis 10 ó 15. 


SEÑOR DOURADO.- El taxi 10 es una modalidad que se da en Artigas; de día cobran $10 la corrida y de noche $15. La persona 
es transportada a cualquier lugar, por ese precio, dentro de la ciudad de Artigas. Entonces, en lugar de tomar un ómnibus por $6 ó 
$7, se toma un taxi. De esta forma, el taximetrista logró captar un mercado latente, pero no se da cuenta de que luego no va a tener 
dinero para reparar el auto. No obstante, come todos los días, y lleva el pan a su casa. En el interior del país, durante toda la 
noche, algunos trabajadores no llevan ni $30 de salario para su casa. Esto muestra que la desesperación es grande. De esta 
forma, las dos compañías pequeñas de ómnibus que existían en Artigas se fundieron y los viajes que ellas hacían los realizan los 
taximetristas. Esto no es bueno, porque no permite que nos distingamos de lo informal, ya que no existe un aparato que regule 
esto. ¿Qué tranquilidad damos al usuario si no tenemos una forma regulada seria de trabajo? Todos los años nuestros vehículos 
son inspeccionados a escala técnica y se controla que tengan un buen estado, buena higiene y un normal funcionamiento. Estamos 
de acuerdo con todas las medidas de control porque entendemos que nos tenemos que diferenciar de los que no desempeñan la 
actividad en forma legal. No queremos escapar de los controles ni de los aportes y siempre decimos que estos últimos tienen que 
estar racionales con respecto al momento que está viviendo hoy el país, que es malo. Entre los años 1993 y 1997, el Uruguay vivía 
otras realidades que permitían la existencia de un mejor aporte, pero lo que hoy recabamos no alcanza para cumplir con las 
obligaciones. 


SEÑOR RIESGO.- Concretamente, este tema no es nuestro, sino municipal, pero eso no quita que ustedes nos lo puedan plantear 
y nosotros podamos hacer alguna gestión. Quisiera saber si, en realidad, se trata de taxis. 


SEÑOR DOURADO.- Sí, señor Senador; en Artigas y en Rivera son taxis. 


SEÑOR RIESGO.- Independientemente de que eso esté bien o mal —nosotros no lo estamos juzgando-, sólo quería saber si se 
trata de taxímetros. 


SEÑORA POU..- Si no entiendo mal, son formales desde el punto de vista de que sus autos cumplen con todas las reglas de los 
verdaderos taxis y son informales en su manera de operar. 


SEÑOR DOURADO.- Exactamente, señora Senadora; buscaron una solución a su necesidad. 


SEÑOR RIESGO.- Reitero que no los voy a defender, pero pienso que más que informales, no estarían respetando la tarifa 
acordada por la Intendencia con la gremial de taxis. 


SEÑOR SOCA.- Nos preguntamos qué identifica al servicio de taxis y qué es lo que le da su nombre. Estamos hablando del 
aparato de los taxímetros. Entonces, no se puede concebir el servicio de taxis sin vincularlo al aparato de taxis. Los colegas 
deberán acordar —esto es algo muy puntual en el ámbito sectorial- una tarifa y un precio a ese aparato de taxis. Por eso, al principio 
dije que existen 20 reglamentaciones, hay 19 de los departamentos y una que trata de armar el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. Entendemos que el servicio de taxis se distingue del de los remises en la forma de contratar y de cobrar o fijar su precio. 
En el taxi existe una relación directa con la distancia que se recorre y, para ello, se utiliza un aparato que marca esa relación. Allí 
hay un problema de mercado, en el sentido de que el precio de la tarifa está por encima de esa realidad puntual de la zona de 
frontera; por eso, habrá que armar el precio para la zona, pero no es posible provocar -como hoy decía nuestro Presidente- que se 
confunda el servicio formal —que tiene una concesión municipal y está inscripto en el Banco de Previsión Social y aporta a la 
Dirección General Impositiva- con esa otra situación. 


Como dirigentes de este gremio, estamos haciendo todos los esfuerzos para que estas cosas se comprendan y que todo vuelva a 
los lugares de origen. Nosotros somos defensores de nuestro origen, que es el aparato de taxímetro; este le da la seriedad y 
seguridad al usuario en el sentido de saber cuánto va a pagar. Por eso, cuando hoy se mencionaba el tema del LATU decíamos 
que no nos oponemos a los controles, ya que desde que existe el aparato del taxi hay un control en el sentido que el mismo 
marque bien. Históricamente, ese control fue realizado por las Intendencias Municipales. En concreto, defendemos el aparato. Con 
relación al LATU pensamos que no es posible que una tasa se convierta en un impuesto y, por ser una tasa, alimente y engrose la 
retribución de quienes allí se desempeñan. 


SEÑOR DOURADO.- Me pregunto qué pasaría si en Montevideo se cobrara el taxi a $30. ¿Dónde irían a parar las compañías de 
ómnibus? Haríamos no menos de 30 corridas por día. Se me ha interrogado acerca de cuánto estaríamos cobrando por kilómetro 
recorrido y respondí que obtendríamos más dinero que ahora. Por ejemplo, ahora estamos todos aquí sentados; llamamos un taxi y 
el mismo viene con cero fichas. Me animo a ir de aquí a la Plaza Matriz con el aparato marcador por $18. En algún viaje puedo 
perder y en otro ganar, pero el taxi que nos viene a buscar trae cero fichas y, quizás, proviene de General Flores y Propios. Si 
pusiéramos el taxi a $30 en Montevideo, en tres o cuatro meses, peligraría la existencia de las cooperativas de ómnibus que hoy 
cobran un boleto a $9.50. Las cooperativas de ómnibus hoy son subvencionadas por la Intendencia, ya que esta les destina todos 
los meses casi U$S 3:000.000. 


SEÑOR RIESGO..- Reitero que no estoy a favor ni en contra del tema, porque no es el lugar ni el momento, pero pienso que las 
condiciones y los gastos que tienen los taxis de Artigas y Rivera no son las mismas que existen en Montevideo, por una cuestión de 
lógica. Entonces, aunque ustedes hicieran una corrida a $30, quizás no les serviría tanto como a ellos cobrando $10 o $20. 


En realidad, no es un tema para discutir acá, sino que se trata simplemente de una opinión. 


SEÑOR DOURADO.- En Montevideo, hace 6 ó 7 años, uno le pedía a un chofer 30 viajes y un mínimo de 1200 fichas. 
Actualmente, nuestra recaudación no supera los $ 700 por día en los turnos de 12 horas. Si hiciéramos 30 corridas a $30, 
estaríamos en buena situación económica. Lo que sucede es que no tenemos 30 viajes, pero tampoco tenemos 20 ó 25; a veces, 
hacemos 16 ó 17 viajes. 


Esa es la realidad que estamos viviendo; como decíamos, eso sería un gran negocio para el taxi, pero estaríamos engañándonos, 
buscando una solución pasajera que nos llevaría a la irregularidad y después a la informalidad. Entonces, qué nos distinguiría a 
nosotros de cualquier particular que hiciera el mismo trabajo que nosotros. Precisamente, lo que nos diferencia de la informalidad 
es el aparato del taxi. En ese sentido, no debemos olvidar lo que ha pasado en Ecuador, Perú, Chile y en la Argentina. En realidad, 
en nuestro país nos tendríamos que sentir orgullosos de cómo funciona el taxi en Montevideo. Podemos decir también que en 
Europa, en algunas oportunidades, esta actividad se ha desregulado; eso fue hace veinte años y volver a la regulación le llevó más 
de diez años de trabajo a los Gobiernos. Debemos tener en cuenta que de ese modo se brinda seguridad al turista y al usuario. 


Por cierto, tanto en Montevideo como en el resto del país quienes utilizan el taxi son los trabajadores. Quizás, en enero y en febrero 
podamos trasladar ocasionalmente a un turista a la contratación inicial de un hotel o hasta un aeropuerto, pero nuestro trabajo es 
con quienes andan a pie, o sea, con los que no tienen moto ni auto y se encuentran en una parada de ómnibus. Esa es nuestra 
realidad y, por eso, no podemos subir la tarifa y nos preocupa que se hable de la aplicación del IVA a nuestro sector. Si tenemos 
que subir los precios un 19%, seguramente, vamos a perder más trabajo cuando ya nuestra recaudación se ha visto disminuida en 
un 42%. Cada 100 kilómetros, 62 viajamos vacíos y 32 ocupados; como dato, realmente es muy grave. A veces nosotros mismos 
colaboramos con esta situación, sobre todo, al instrumentar la opción de ir con cero ficha a la casa del cliente. En ese caso ya 
perdimos el 25% de la recaudación bruta, pero ello se debe a la intención de buscar al cliente y saber que esos kilómetros que 
recorremos es para encontrar a un cliente seguro. Obviamente, hemos llegado a esta situación en la esperanza de poder trabajar y 
recaudar. 


A todo esto, debemos agregar el pago de las obligaciones que tenemos. Nuestro sector tiene un peso muy fuerte por concepto de 
aportes al Banco de Previsión Social y a la Dirección General Impositiva. En este sentido, como ya lo señaló mi compañero, 
pagamos por una renta que no tenemos; nos cobran por concepto de Impuesto al Patrimonio cuando el valor de un auto es de U$S 
10.000 o U$S 11.000. Inclusive, el día que desafectamos la unidad vieja nos sube el porcentaje del Impuesto, porque se considera 
que en ese momento tenemos dos unidades destinadas al servicio y se piensa que con la venta de la unidad vieja obtenemos un 
beneficio cuando, en realidad, lo que estamos vendiendo es un pedazo de fierro. Entonces, la situación del taxímetro es realmente 
mala. 


Mientras tanto, en el interior, donde tienen una cuota fija por ser pequeñas empresas de $ 850 mensuales, ya hay siete oficinas de 
la Dirección General Impositiva que recibieron la solicitud de taximetristas que quieren dejar de pagar esos aportes, porque no 
pueden cubrirlos. La verdad es que entre destinar el dinero para dar de comer a su familia y pagar los impuestos, la opción es muy 
clara, sobre todo, teniendo en cuenta que los taxis en el interior recaudan $ 3.000 o $ 4.000 por mes. 


Por lo tanto, la situación de los taxis del interior como la de los de Montevideo es muy grave. Tal vez en la capital se note un poco 
menos porque hay más movimiento, pero, en realidad, aquí tenemos más gastos de impuestos y de roturas porque recorremos 
más kilómetros. 


Los señores Senadores podrán preguntarse por qué defendemos a los taximetristas del interior. Lo hacemos porque hemos 
adoptado un compromiso —en realidad, tendría que ser de parte de toda la sociedad uruguaya- y en el intento de que las familias se 
arraiguen en el interior y no se vengan a Montevideo con la expectativa de conseguir un trabajo, porque luego lo que ocurre es que 
se va engrosando cada vez más la franja de pobreza. En realidad, el trabajo no está acá ni en ningún lugar. Sabemos que, por 
ejemplo, los puestos de trabajo que tenía una fábrica de 500 obreros no se van a volver a restablecer fácilmente. En los hechos, la 
sociedad uruguaya está yendo hacia la barbarie, porque vamos a perder obreros especializados y su recuperación llevaría muchos 
años. Los oficios no se aprenden en dos días, sino trabajando; inclusive, se trasmiten de padres a hijos, tal como sucede en el 
taxímetro. Probablemente, dentro de veinte años tengamos una gran cantidad de jóvenes y de hombres que no van a tener un 
oficio y una forma de ganarse la vida. Cuando observamos tanto la realidad del mundo como del Uruguay, nos encontramos con 
que la sociedad se divide entre quienes tienen trabajo y quienes no lo tienen. Por eso pensamos que muchos de nosotros en el 
futuro podremos dar a nuestros hijos abrigo, educación, un techo, una sociedad médica y hasta una profesión, ya sea como médico 
o abogado, pero no trabajo. 


Por todas estas razones es que hacemos un llamado angustioso a los señores Senadores, porque si hay 7.000 microempresas de 
taxis, "remises" y transporte de escolares que tienen trabajo, debemos asegurarles lo que tienen. Para ello será necesario darles 
las herramientas adecuadas para que subsistan en un momento de crisis. De ese modo si dentro de dos años seguimos así no 
habrá la mitad de empresas, el doble de gente desocupada y angustiada porque no tiene ningún tipo de seguridad. Esa es una 
tarea de todos. Los que estamos acá somos padres de familia y estamos todos preocupados por lo mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Fernández Huidobro).- La Presidencia advierte que faltan pocos minutos para que comience la 
sesión del Senado, motivo por el cual solicitamos a nuestros invitados que redondeen su planteo. De todos modos, podemos 
adelantar que haremos llegar la versión taquigráfica de esta sesión tanto a los demás colegas integrantes de esta Comisión como 
al Congreso Nacional de Intendentes y a los Ministerios de Transporte y Obras Públicas y de Economía y Finanzas. Obviamente, 
cada uno de los señores Senadores independientemente de que integren esta Comisión, podrán tomar iniciativas propias o 
colectivas respecto a los problemas que aquí se han planteado que son preocupación de todos. 


Por lo tanto, sólo nos resta agradecerles por el conjunto de información proporcionada y manifestarles que permaneceremos a sus 
órdenes. 


SEÑOR DOURADO.- Queríamos agregar que hemos solicitado entrevista a distintos señores Senadores pero, en verdad, esta es 
la mejor que hemos podido tener. En todo caso, dejaremos a los señores Senadores una tarjeta con los datos de nuestra gremial 
para que si existe alguna duda puedan consultarnos. Desde ya adelantamos que no tenemos pereza alguna y estamos dispuestos 
a dirigirnos a donde sea necesario. En este aspecto, estamos en una tarea de piñón fijo, y no podemos aflojar; tenemos que 
hacérselo saber a todos. En las reuniones que hemos tenido con muchos de los señores Senadores algunos han pensado que la 
solicitud de exoneración de aportes patronales representaba un beneficio que nos había llegado a la familia del taxímetro, sin 
embargo, como la instrumentación quedó a cargo del Poder Ejecutivo, nos aplicaron un "decretito" por el cual nos distinguieron y 
nos dejaron afuera. 


Finalmente, sólo nos resta agradecer a los señores Senadores por su atención. 
SEÑOR PRESIDENTE (Don Fernández Huidobro).- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 53 minutos) 


Linea del vie de náaina 
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